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Destitución de un servidor público dentro de los dos (2) años previos a su
jubilación.

Señor Villaneal

Por este medio se da respuesta a su escrito fechado 13 de noviembre de 2024, mediante el cual

formula las siguientes interrogantes, relacionadas con su destitución de la Universidad Maritima

lnternacional de Panamá (UMIP):

¿Existe algún fundamento legal que facufte a UMIP a despedt sin
causa justificada a un funcionar¡o Notegido por la ley de fuero pre-
jubilatorio?

En /os casos de destttución, ¿Se puede dar el misno ttato s¡endo

un caryo permanente que uno de l¡bre nonbramiento y remoción?

¿Cuál es el término máximo con que cuenta una ¡nstitución del
Estado para dar respuesta a un recurso de reconsiderrción?

¿Qué canino debe tomar un seruidor púbhco d que no se le brinda

atención en el Tribunal Adninistrativo de la Funcíón Pública?'

Ref

1

2

3

4

Esta Procuraduría debe inicialmente señalar, que el arliculo 2 de la Ley N0,38 de 2000, señala que

sus actuac¡ones "...se ext¡ef,den al ánbito jurídico administrativo del Estado, excluyendo las
lunciones jurisdiccionales, legislativas y en genenl, las competencias especia/es que tengan
otros organismos oficiales", cond¡ción excluyente que se configura en el caso que ocupa a este
Despacho; toda vez que lo solicitado en esta ocasión y términos requeridos, guarda relación con la
legalidad de actos administrativos mater¡alizados (Resue/fo No.233-2024), cuyo análisis compete
exclusivamente a la Corte Suprema de Justicia, en atención al artículo 206 de la Constitución

Politica y el numeral 1 del artículo 97 del Código Judicial, por lo que enkar a conocer de los mismos
podria implicar que se rebasen los límites impuestos en la Ley, y constituir un pronunc¡amiento

prejudicial.

Aunado a ello, conforme el numeral I del artículo 6 de la citada Ley N0.38 de 2000, conesponde a
esta Procuraduría "servir de consejera jurídica a los servidores públicos administrativos que
consultaren su parccet respecto a deteminada interpretación de la ley o el procedimiento que
se deóe seguir en un caso concreto", presupuestos que tampoco se ajustan a esta acción
particular.

Panamá, 20 de noviembre de 2024
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En consecuencia, bajo esta restricción de ley, no es dable a este Despacho, emitir un

pronunciamiento de fondo, en cuanto a la interrogante planteada; no obstante, en esta ocasión se le

brindará el presente razonamiento orienlativo; aclarando que el mismo, no constituye un

pronunciamiento de fondo o un criterio juridico concluyente que determine una posición vinculante.

l. De la oresunción de leqali de los actos administrativos

El articulo 15 del Código Civil consagra el principio de presunción de legalidad de los actos

administrativos, en concordancia con el articulo 46 de la Ley N0,38 de 2000, el cual profesa que "las

órdenes y demás actos en firme del Gobierno Central o de las entidades descentralizadas de

carácter individual, tienen fueza obligatoria inmediata, y serán aplicados mientras sus efectos
no sean suspendidos, no se declaren contrarios a la Constitución Politica, a la ley o a los

reglamentos generales por los tribunales competentes."

La aplicación de este princ¡pio ha sido determinada por la Sala Tercera de lo Contencioso

Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 12 de noviembre de 2008,

a saber:

"Dentro del marco explicatiw del negocio jurídico que se ventíla, huelga

indicar en cuanto al pincipio de legalidad de /os acfos admrnlsfralivos se

refiere, llamado asi por la doctnna administrafiva se asume que, todo acto

emanado de quien ostenta la cal¡dad de funcionaio y d¡ctado en ejercicío

de sus atnbuciones , fiene validez y eficacia jurídica hasta tanto autoridd
competente no declare lo contrano; en consecuenc¡a, es hasfa ese

momento que rev¡ste de legalidd y obliga los actos proferidos por

autoridad competente para ello.'

'A¡tículo 206. La Cofle Suprema de Justicia tendrá, enfre sus afróucrbnes

nnstitucionales y legales, las s,gulenfesr

La jurisdicción contencioso-administrativa rcspecto de /os acfos,

om,biones, Nestac¡ón defectuosa o det¡ciente de /os servlcios
públicos, resoluciones, órdenes o disposlciones que ejecuten,
adopten, expidan o en que incunan en ejercicio de sus funciones o
pretertando ekrcerlas, los funcionarios públ¡cos y autor¡dades
nacionales, provinciales, nunicipales y de las entidades públicas

autónomas o seniautónomas. A tal fin, la Coñe Suprema de
Juslicia con audíencia del Procurcdor de la Admin¡strac¡ón, podtá
anulat los acfos acusados de ilegalidad; restablecer el derecho
pañicular violado; estatuir nuevas dispos,ciones en reemplazo de
las impugnadas y pronuncierse Nejudicielnente ace¡ca del

2

Es decir, en lérminos generales, mientras los actos administrativos no sean declarados contrarios a

la Constitución y la ley por autoridad comoetente para ello. deben ser considerados válidos v, por

tanto, su aplicación es obliqatoria.

Dicha sentencia fue emitida por la Corte Suprema de Justicia, en el ejercicio de las facultades

constitucionales y legales que le atribuyen el articulo 206 de la Constitución Politica de la República

de Panamá y el articulo 97 del Código Judicial, que a la leka disponen:
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sentido y alcancl de un acto administrelivo o de su valor legal.

..' (Lo resaltado es nuestro)

'A¡tículo 97. A la Sala Tercera le esfán atnbuidos los procesos que se

originen por acfos, om,slones, presfaciones defectuosas o def¡cientes de

/os seruidores públ¡cos, resoluc¡ones, órdenes o disposrciones que

ejecuten, adoplen, expidan o en que incurran en ejetc¡cio de sus funcrones

o prebrtando ejercerlas, los funcionanbs públrcos o autoridades

nacionales, prov¡nc¡ales, municipales y de las ent¡dades públicas

autónomas o semiautonomas.

En consecuencia, la Sala Tercera conocerá en mateia adninistrat¡va de lo

sigu¡ente:
l. De ros deüetos, óñenes, resoruciones o cualesquien actos,

sean genereres o individuales, en mate¡ia administaüva, que

se acusen de ilegalided;
..." (Lo resaltado es del Despacho)

Visto lo anterior, debemos manifestafe que la presunción de legalidad de los actos admin¡strativos

de carácter general o particular no es absoluta, al existir pronunciamientos de la Sala Tercera de lo

Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia en tal sentido, de entre los

cuales, se cita la Sentencia de 30 de diciembre de 201 1, que señala:

"Al efecto, la Sala debe nanifestar que en nuestro ordenamiento jurídico

rrge el principio de 'presunción de legalidad' de los actos administtativos,

según el cual, éstos se presumen legales o válidos, de modo que, quien

atirme su ilegalidad, debe probarla plenamente (Cfr. afl. 15 del Cod¡go

Civil). Sobre este conocido princ¡p¡o, el profesor y trafadista José Roberfo

Dromi nos ilustra de la siguiente forma:

"La presunc¡ón de legalidad no es un nedio de prueba; atañe a la carga

de la prueba y fija una regla de inversión de la carga de la prueba. Ante

actos absolutamente nulos, no hace falta acred¡tar la ilegitimidad, porque

ellos no tienen presunción de legitimidad.

El princ¡pio de presunción de legalidad de los acfos adm¡nistrativos no

significa un valor absoluto, menos aún indiscutible, pues por eso se ia

califica como presunc¡ón. La presunción de legitimidad es rclativa y
formalmente aparente. La presuncíón de legitimidad de que goza el acto

administrativo de que tue emitido anforme a derecho, no es abso/uta,

sino simple, pudíendo ser desvirtuada por el interesado, demostrando que

el acto controvierte el orden jurídico."

(DROMI, José Robefto. C¡tado por PEIVAGoS, Gustavo. El acto

adm¡nistativo. Tomo l. Ed¡ciones Librería del Profesíonal. 5a Edhión.
Santa Fe de Bogotá. 1992. pá9. 266)."

De lo expuesto, se colige que gozan de presunción de legalidad aquellos actos administrativos
emitidos o dispuestos, por la Universidad Marítima de lnternacional de Panamá (UMIP) en el

ejercicio de sus funciones; no obstante, quien considere tener un interés legítimo, y advierta que
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dichas actuaciones conculcan sus derechos subjetivos, podrá presentan las acciones y recursos

correspondienles ante las autoridades competentes y/o jurisdicción, a fin que el acto emitido sea

declarado nulo por ser contrario a la Constitución Política y/o la Ley.

ll. De la Ley de Canera Administrativa

El Texto Únicor de la Ley No.9 de 19941, constituye la norma común (lex generalis) de los servidores

públicos, en lo concemiente a los derechos y deberes, y de conformidad con su artículo 5, ibidem,

interviene en forma supletoria "en las instituciones públlcas que se riian por otras carreras públicas

legalmente reguladas o por leyes especia/e§',

Los numerales 36,44,47 y 48del articulo 2 ibidem, señalan:

'Art culo 2. Los srguienfes téminos util¡zados en esta Ley y sus

reglamentos, deben set entendidos a la luz del presente glosario:

36. Puesfos públicos. Son las d/erenfes poslciones en la estructura

de personal del Estado. Los puestos púbfbos son de dos c/ases:

1. Puestos públicos permanentes,

2. Pueslos públicos temporales.

tU. Servidu público. Es la persona nombrada temporal o
permanentemente en cargos del Órgano Ejecutivo, Legislativo y
Judicial, de los municipios, entidades autónomas o semiautónomas

y, en general,la que perciba remuneracíón del Estado.

Los se¡vldores púbÍbos se clas¡fican, paru efecfos de la presente

Ley, en:

l. Serurdores p úbhcos de canera.

2. Seruidores púbhcos de Carrera Adninistativa.
3. Servr'dores p úblicos que no son de carrera."

49 Seryidores públicos de librc nombnmiento y rcmoción.
Aquellos que trabajan como personal de secretaría, asesoría,

aslstencla o de se¡vicio inmediatamente adscnto a /os se/vrdoles

47. Servidores públicos que no son de car¡era. Son /os servrdores

públbos no ncluidos en las carreras públicas establecidas en la
Constlucron Política o creadas por la ley, y en pañicular los

excluidos de las carreras públicas por la Constitución Politica.

Los seru¡dores públhos que no son de carrera se denominan así:

1. De elección popular.

2. De libre nonbramiento y remoción.

3. De nombramiento regulado por la Constitución Política.

4. De seleccion.

5. En per¡odo de prueba.

6. Eventuales.

I Publicado en la Gaceta ofic¡al N0.28729 de 1 1 de mazo de 201 g.

2 Ley No,g de 20 de junio de '1994, 'Por la cual se eslablece y regula la Carera Administrativa", Publicada en la Gacela oficial
N0.22562 de 2'1 de junio de 1994.
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públ¡cos que no Íorman pañe de n¡nguna carrera y que, por la
naturaleza de su tuncion, esfán sulefos a que su nombram¡ento

esté fundado en la confianza de sus superlores y a que la péd¡da

de dicha confiartza acanee la remocion del puesto que ocupan.

La excerpta precedente, define como servidor público a toda persona que " perciba remuneración del

Estado", con independencia del carácter del puesto público ocupado, sea este oermanente
("necesidad constante del servicio") o temooral ('funciones en periodos de tres a doce meses"),

clasificándolos según sean de canera, canera administrativa, o no pertenezcan a ninguna canera
pública, En el caso de los servidores públicos de libre nombramiento v remoción, advierte que no

están incluidos en las carreras públicas y conesponden al personal de secretaría, asesoria,

asistencia o de servicio inmediatamente adscrito a aquellos servidores públicos que no forman parte

de ninguna canera.

Agrega el articulo 141 ibidem, que "/os servidores públicos pglgglg4tesal sevicio del Estado, que

sean desfiÍuldos de sus cargos podrán solicitar el reintegro ante el Tribunal Admínistrativo de la
Función Pública, si consideran que no existe causa justificada para la destitución"; en concordancia

con el numeral 'l del artículo 36 ídem, que otorga competencia al Tribunal Administrativo de la
Función Pública para conocer y resolver las apelaciones contra las resoluciones de destitución

"contra servidores públicos permanentes, pertenezcan o no a una de las carreras oúblicas

reconocidas en la Constitución Política o la

De lo expuesto puede colegirse que todo servidor público permanente puede recunir las

destituciones ante el Tribunal Administrativo de la Función Pública, No obstante, en virtud que el

articulo 43 del Texto Único de la Ley No.9 de 1994 exige que las apelaciones conlra las

destituciones sean resueltas en el Pleno (es decir, con los 3 magistrados presentes), y dada la actual

carencia de uno de dichos magistrados, el Tribunal Administrativo de la Función Pública se ve

impedido para atender las destituciones, razón por la cual el servidor público debe agotar la via
gubernativa (con el recurso de reconsideración) y acudir ante la Sala Tercera de lo Contencioso

Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justic¡a.

A tal efecto, es dable indicar que la autoridad debe dar respuesta a la petición de reconsideración

dentro de los treinta (30) dias hábiles siguientes, conforme el numeral 1 del articulo 40 de la Ley

N0,38 de 2000, del Procedimiento Administrativo General. De transcunir dos meses sin que exista
pronunciamiento respecto al recurso interpuesto por el interesado, el mismo se entenderá neqado y

la vía gubernativa aqotada, según disponen el numeral 2 del articulo 200 y el numeral 104 del

artículo 201 de la Ley N0.38 de 2000.

En tomo al fuero pre-jubilatorio, asi denominado por el consultante, el numeral 14 del articulo 146 de

la Ley de Carrera Administrativa, prohíbe "despedir sin causa iustificada servrdores públicos en

funciones a los que les faften dos años para iubilarse. que laboren en instituciones del Estado que

peftenezcan o no a la Canera Adminislratiya". Por tanto, en los dos años previos a alcanzar la edad

en que puede la persona acogerse a la pensión de jubilación, la lnstitución deberá señalar la causal
especifica y justificada de destitución, para no infringir la norma.

Por su parte, la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de
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Justicia, en Sentencia de 2 de enero de 2015, extema que "fodo funcionario sea o no de Carrera al
que le falten dos años pan jubilarse, no puede ser despedrdo sin causa justificada, por lo tanto la

autoridad demandada no podía ordenar la destttución del señ0r..., toda vez que al mismo le faltaban

menos de dos años para jubilarse. Por otra pañe, la Sala no compañe lo expresado por la pañe

demandada que señala que el demandante no acreditó su condición de'persona dentro de /os dos

años para jubilarse' ya que la norma citada como violada, estab/ece que es prohibido despedir a

aquellos funcbnarios gue /es falfen dos años para jubilarse, lo que es disfrnfo a deci, persona que le

falten dos años para cumplír la edad de jubilación, sin embargo, debemos señalar que la norma en

conento sólo hace referencia a los funcionarios a /os que les faften dos años para jubilarse, sín

condicionarlo a Ia comprobación previa del cumplimiento de la cantidad de cuotas exigidas por la

Caja de Seguro Social, para conceder la pensión por vejel' .

De esta manera se da respuesta a su solicitud, reiterándole que la orientación aquí vertida, no

constituye un pronunciamiento de fondo, o un criterio legal concluyente que determine una posición

vinculante, en cuanto a lo consultado,

Atentamente,

ú

RG¡i!/drc
c-237-24

b lez Mo eg ro
Procurador de la Admin t0n
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